
D esde que el director 
de Gogora se posi-
cionó en el debate 
abierto sobre ‘Txi-
ki’ y Otaegi (miem-

bros de ETA ejecutados por apli-
cación de la pena de muerte al fi-
nal de la dictadura franquista) con 
consideraciones críticas y restric-
tivas respecto de su estatus de víc-
tima, se ha desatado una agria po-
lémica sobre el tratamiento y los 
derechos de las personas que han 
sido objeto de graves delitos co-
metidos desde aparatos del Esta-
do y que, al mismo tiempo, se han 
visto incursos en acciones crimi-
nales como perpetradores. 

Cualquier delito grave contra la 
vida o la integridad deja una víc-
tima y el mecanismo normal de 
responsabilización atiende al he-
cho cometido para después fijar 
las consecuencias. La condición 
de víctima nace de que se ha in-
fligido un ataque intolerable e in-
justo contra la vida o la integridad 
y ello exige que se identifique al 
autor, se imponga una pena pro-
porcional y se reconozca y repa-
re a la víctima. Este mecanismo 
no atiende a la ‘conducción de vida’ 
de la víctima; no es relevante si la 
víctima es ‘buena’ o ‘mala’; no in-
teresa si es ‘ejemplar’ o no. Por-
que no juzgamos a la víctima sino 
a quien cometió el delito en con-
creto y, además, juzgamos qué 
hizo, no quién era. Es lo que se lla-
ma derecho penal del hecho, pro-
pio de las democracias, frente al 
derecho penal de autor de impron-
ta totalitaria. 

Hasta aquí parece que pisamos 
terreno firme. ¿Por qué esto debe 
ser distinto en algunos casos de 
violencia política? ¿Acaso porque 
nos interesa más el relato y la na-
rrativa política que la persona que 
fue objeto de victimización?  

La categoría víctima-victima-
rio ya se ensayó y teorizó el siglo 
pasado por la criminología, que 
acabó por rechazarla de plano por 
sus efectos corrosivos y discrimi-
natorios en el tratamiento de las 
víctimas. Se hablaba de víctimas 
«propiciatorias» relativizando la 
responsabilidad de los autores. Si 
se ha torturado o matado a alguien 
en comisaría o si se le ha hecho 
desaparecer, lo principal es aten-
der a esa víctima, fuera quien fue-
ra, haya tenido la conducción de 
vida que haya tenido.  

Pero no ha sido este el caso de 
las víctimas del Estado: está pen-
diente. Desde que se aprobaron 
las leyes de víctimas del terroris-
mo y las de reforma penal y peni-
tenciaria del terrorismo a inicios 

de los 2000 se utilizó, a modo de 
cortafuegos, esta categoría de víc-
tima-victimario para evitar reco-
nocer a esas ‘víctimas de segun-
da’. Interesaba hacer desaparecer 
una realidad que sigue en gran 
medida oculta y sin atender al día 
de hoy. Se impuso una asimetría 
en el tratamiento de las víctimas 
que lastra la legitimidad de esas 
políticas públicas. 

Y ese dato es la clave: no es lo 
mismo debatir sobre qué hacer 
con las ‘víctimas victimario’ una 
vez que han sido reconocidos ple-
namente sus derechos que cuan-
do eso todavía está pendiente. No 
es lo mismo el debate de detalle 
sobre qué es reconocimiento (de-
recho universal para todas las víc-
timas) y qué homenaje (suscepti-
ble de restricción a círculos de víc-
timas más reducidos) cuando ya 
se ha recorrido todo el camino de 
satisfacción de derechos, que cuan-
do apenas se ha iniciado. Porque 
al no saber qué pasó por faltar in-
tervención judicial solvente ¿quién 
identifica con autoridad, sin sec-
tarismo y ecuanimidad quién es 
tal víctima y sus circunstancias? 

Los debates muestran las dife-
rencias de relato y la ausencia de 
garantías. Instituciones como Go-
gora o el Centro Memorial de las 

Víctimas del Terrorismo no cum-
plen con los Principios de París de 
la ONU que establecen a nivel in-
ternacional las garantías de inde-
pendencia y neutralidad impres-
cindibles para abordar graves vio-
laciones de los derechos huma-
nos. Una verdadera comisión de 
la verdad sigue siendo la gran asig-
natura pendiente. Y sin esa ver-
dad la prioridad debe ser la rei-
vindicación de la existencia, ne-
gada, de las víctimas del Estado. 
Y ello debe traducirse en la maxi-
mización del ámbito de libertad 
de expresión para las víctimas y 
sus entornos que legítimamente 
reivindican ese reconocimiento. 
Con otras palabras, mientras no 
se reconozcan con mayúsculas a 
las víctimas del Estado y se satis-
fagan sus derechos básicos, el bi-
nomio ‘reconocimiento versus ho-
menaje’ debe ser plenamente de-
ferente con esas víctimas. Porque 
¿cómo diferenciamos la deman-
da legítima de reconocimiento del 
homenaje en el foro público cuan-
do año tras año llegan las fechas 
de la muerte negada, tergiversa-
da y ocultada? El Estado que mató 
y ocultó esos delitos impunemen-
te no puede desentenderse de su 
pasado y ‘pasar la página sin leer-
la’ para saltar precipitadamente 
a la memoria como escenario fi-
nal en el que prescribir restricti-
vamente la actuación de ‘sus’ víc-
timas. Es el precio que la política 
pública y las instituciones deben 
pagar para rehabilitar la credibi-
lidad de su actuación en un terre-
no en el que objetivamente here-
dan la responsabilidad de actuar.

ANTÓN

¿Víctima-victimario?, ¡víctima! 
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Nuevo orden 
mundial 
La foto del presidente chino, 
rodeado de 26 mandatarios 
internacionales con ocasión 
de la cumbre de la Organi-
zación de Cooperación de 
Shanghái, exhibe el lideraz-
go político de China y de otros 
Estados del denominado Sur 
Global. Representan el 24% 
del PIB mundial, además del 
43% de la población del orbe. 
La tendencia es palmaria. No 
solo por la emergencia de ese 
mercado, sino, sobre todo, 
porque coincide con el gra-
ve deterioro euroatlántico. 
Un presidente estadouniden-
se que focaliza lo peor que 
nos puede acaecer y una Eu-
ropa en la que los principa-
les presidentes tratan de 
ocultar con ridículas y des-
lavazadas iniciativas inter-
nacionales el grave deterio-
ro de sus respectivos Esta-
dos y de Europa, solo condu-
cen al resquebrajamiento, al 
ostracismo y a la pobreza.  

Ese es el apunte de la brú-
jula que señala el actual fra-
caso europeo. Incertidum-
bre y miedo sobre nuestro 
futuro, como ingredientes 
sustanciales del presente. 
Enclaustrados en sus peque-
ños entornos políticos, pre-
tenciosos de imponer sus ri-
dículas visiones, nuestros lí-
deres nacionales y europeos 
se han cargado el consenso 
y la unidad. Ellos son los 
principales responsables de 
este grave desbarajuste. Con 
una sociedad civil acomoda-
da aún en la dificultad, ya no 
cabe ni la revolución social. 
ENRIQUE LÓPEZ DE TURISO 

Series  
Finalmente todos hemos su-
cumbido: somos asiduos a 
las series. Si la sociedad mo-
derna apelaba a los ‘gran-
des relatos’ que nos ofrecía 
el cine, esta sociedad pos-
moderna reniega de ellos y 
apuesta por lo efímero, lo 
subjetivo, lo insustancial, lo 
líquido. Las series apelan de 
forma grosera a lo emocio-
nal. Su éxito radica en acti-
var, mediante inteligentísi-
mos estímulos, toda una se-
rie de emociones que impi-
dan toda reflexión profun-
da. La rápida sucesión de 
impactantes impresiones 
provoca estimulantes desa-
sosiegos que nos enganchan 
a modo de ‘pildoritas’ de do-
pamina.  

El cine tradicional no re-
quiere de exclusividad. En 
la hora y media de metraje y 
a un ritmo pausado, se nos 

permite reflexionar, dudar, 
elaborar. El cine estimula la 
inteligencia porque da la li-
bertad y el tiempo necesa-
rio para cuestionar lo que 
vemos. El cine te hace más 
lúcido porque concede tiem-
po para la reflexión. 

Queda elegir entre la ele-
gancia y exquisita emoción 
que transmite el pausado 
cine de Visconti, o la atro-
pellada acumulación de sen-
saciones vacías e inconexas 
de estas series que nos han 
robado nuestra sensibilidad. 
Pero la elección solo corres-
ponde a los que se educa-
ron en el cine y la lectura, 
no a las sucesivas genera-
ciones, prisioneras de la ve-
locidad. 
FERNANDO SAIZ DÍEZ 

Corruptos y 
cómplices 
La prensa nos informa con 
frecuencia de los numero-
sos casos de corrupción que 
se descubren en miembros 
del Gobierno y en personas 
afines a él. Muchas son in-
vestigadas. Bastantes son juz-
gadas. Son personas que, di-
recta o indirectamente, fue-
ron elegidas por el presiden-
te Sánchez. Un presidente 
de cualquier empresa hu-
biera sido destituido por sus 
socios.  

¿Por qué continúa Sán-
chez? Por intereses perso-
nales y por intereses de unos 
y otros. El PSOE para man-
tenerse en el poder. Los de-
más partidos que le apoyan, 
para lograr sus propios inte-
reses mediante la contrapar-
tida de prestarle sus votos. 
Corruptos unos. Cómplices 
otros. Además se somete a 
unas voraces minorías para 
quienes su propio interés jus-
tifica la ineficaz gestión del 
Gobierno (seguimos sin pre-
supuestos) y el deterioro mo-
ral de sus miembros y de 
personas afines. 
ALFREDO ALONSO-ALLENDE 

Cuidadoras  
Las cuidadoras son profe-
sionales de la asistencia sa-
nitaria, sensibles a tareas de 
ayuda, capaces de estable-
cer conexiones interperso-
nales en red. En concreto,  
la conexión entre ella y la 
persona dependiente y en-
tre esta y aquella. Entre cui-
dadora y acompañante, y vi-
ceversa. Una adecuada re-
lación personalizada, com-
pasiva y empática en bene-
ficio de la persona depen-
diente. 
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La imposición de una asimetría en el tratamiento de casos como el 
de ‘Txiki’ y Otaegi lastra la legitimidad de esas políticas públicas

No es relevante si la 
víctima es ‘buena’  

o ‘mala’ porque 
juzgamos a quien 
cometió el delito
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